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Fotografía de cubierta: Harris & Ewing, 4 de abril de 1938, “Spanish women to protest State Department. Washington, D.C., April 4. Three thousand Spanish born women from large eastern cities, led by the widow of an American killed in Spain’s Civil War, marched on the State Department today where they made a formal plea to “revoke the arms embargo against the democratically elected Government of Spain”
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			PRÓLOGO






			El libro de Andreu Espasa, Estados Unidos en la Guerra Civil española, vuelve a considerar la posición de Estados Unidos y la Administración Roosevelt ante la Guerra Civil española y se añade a la bibliografía más reciente que a ambos lados del Atlántico ha revisado esta cuestión incidiendo en la aparente contradicción entre los hechos —la neutralidad y el embargo de armas— con la política del New Deal y las supuestas simpatías de Roosevelt hacia la República. Con una amplia documentación y bibliografía el libro se centra, por un lado, en el debate de política exterior que provocó la posición de Estados Unidos ante el conflicto español y sus consecuencias en la evolución del pensamiento estratégico estadounidense de finales de los años treinta. Por otro lado, en lo que resulta su aportación más original: qué papel jugó en la evolución de la política exterior estadounidense y en la Política de Buen Vecino la repercusión de la guerra en Latinoamérica, especialmente en el cambio de postura hacia España desde otoño de 1937. Esta es la conexión americana y, sobre todo, mexicana de la que habla el autor.


			En la primera parte, desde un punto de vista de zonas de influencia, el autor analiza los actores, intereses y puntos principales del debate sobre la guerra de España en la política exterior estadounidense. Partiendo de la aprobación por el Congreso de las leyes de neutralidad de 1935 y 1936, que obligatoriamente impedían la participación estadounidense en guerras exteriores entre distintos países, pasa al embargo moral de armas como política específica para la Guerra Civil española, extendiéndose en enero de 1937 al embargo legal conforme la guerra se alargaba. En esta decisión, que se mantuvo durante toda la guerra, primaban tanto los deseos neutralistas de gran parte de la población como el apoyo a la postura de apaciguamiento de Gran Bretaña y Francia de impedir que el conflicto se extendiera a una guerra europea. 


			Posteriormente, desde otoño de 1937 hay momentos sucesivos que indican un posible cambio de política más favorable a la República. Todo comienza en Málaga, Guernica y Almería, que confirman la presencia de tropas y armamento alemán e italiano en el bando franquista, abriendo así la posibilidad de extender el embargo de armas a Italia y Alemania. Había sin embargo un decisivo elemento americano en este cambio de orientación política. Desde que el golpe de Getúlio Vargas proclamó el Estado Novo en Brasil en noviembre de 1937, aumentó para la Administración Roosevelt el peligro a la penetración fascista en América Latina, por lo que desde entonces una posible victoria de Franco en la Guerra Civil española influiría decisivamente en esta posibilidad. Los acontecimientos en España eran pues interpretados en clave de la política de expansión del fascismo en el área de influencia estadounidense por excelencia.


			Igualmente, en la primavera de 1938, el temor a la influencia nazi en América Latina coincidió con el avance de las tropas de Franco sobre el Mediterráneo en España, planteándose por primera vez la posibilidad de levantar el embargo de armas. Coincidía con un aumento de las simpatías hacia la República y el cambio de opinión de muchos actores que inicialmente sostenían el embargo, pero varios factores frustraron la iniciativa: la guerra ya estaba militarmente perdida para la República y las armas podían acabar en manos de Franco por su efectivo bloqueo; después del Acuerdo Angloitaliano de abril de 1938, tal iniciativa interfería en la política de apaciguamiento de Gran Bretaña y Francia; se temía la pérdida de voto católico en las legislativas de noviembre de 1938 y, lo que resulta la aportación más novedosa del autor, afectó a influyentes demócratas sudistas que, desde el Comité de Actividades Antiestadounidenses, mantuvieron una posición de beligerante anticomunismo contra miembros de la Administración Roosevelt.


			Es en este momento cuando el autor enlaza con la conexión mexicana y el triángulo que forman los Estados Unidos de Roosevelt, el México de Lázaro Cárdenas y su buena relación con la República española. Lo más destacable en este contexto es la nacionalización del petróleo mexicano en marzo de 1938, donde el ejemplo de que la insurrección interna española pudiera presentarse en México influyó decisivamente en la actitud conciliadora de Washington y contribuyó al cambio de pensamiento estratégico estadounidense. Si Espasa contextualiza la posición de los países de América Latina con Estados Unidos y la evolución de estos respecto a la Guerra Civil española, ve sobre todo en México esa posibilidad de que mediante una insurrección militar interna gobiernos filofascistas sean la cuña de penetración de Alemania e Italia en América Latina, a las puertas de Estados Unidos.


			Esta posición conciliadora de Washington en México coincidió con la firma del Pacto de Múnich, en otoño de 1938, que supuso el principio del fin del apaciguamiento estadounidense y del giro de la política del presidente con respecto a España. La propuesta de mediación panamericana en la Conferencia de Lima en diciembre de 1938 y la de acción humanitaria para alimentar a la población republicana en el invierno 1938-1939 fracasaron por distintos motivos en el momento en que aumentaba el temor a una penetración fascista en América Latina si vencía Franco tras Múnich.


			El debate sobre el levantamiento del embargo continuó en el mes de enero de 1939, pero aunque en el Discurso del Estado de la Unión Roosevelt reconocía el error de la política de neutralidad en España, la caída de Cataluña y Barcelona ese mismo mes —junto a la oposición del Congreso y la actividad del lobby católico— acabó con cualquier posibilidad de que Roosevelt cambiara de política.


			Para concluir, en el debate sobre la utilidad de la guerra en España, la nueva diplomacia estadounidense tenía en cuenta los avances de la aviación militar, que podían romper el aislamiento del hemisferio occidental, aportaba el concepto de “quinta columna” y, sobre todo, lo más novedoso era la posibilidad de que el modelo de insurrección interna española arraigara en América Latina, pudiendo cuestionar la hegemonía estadounidense en la región. Era una forma sutil y engañosa que el expansionismo fascista podía adoptar en la zona sin necesidad de alzar la bandera nazi o fascista en ningún lugar.






			Aurora Bosch 


			 Universidad de Valencia








 


			INTRODUCCIÓN






			Solemos identificar a Franklin D. Roosevelt con el New Deal, esto es, con la política interior que salvó la paz social de los Estados Unidos en una época de crisis; pero su actuación en el campo de la política exterior fue tal vez más trascendente. Le tocó enfrentarse en un tiempo de conflicto con la fuerza que tenía el aislacionismo en la sociedad norteamericana, que consideraba un error haber intervenido en la Primera Guerra Mundial y que se veía reforzado por las simpatías que hacia el régimen mostraban personajes como Henry Ford, Charles Lindbergh o Joseph Kennedy, el patriarca de la familia, a quien Roosevelt se vio obligado a retirar de la embajada de Lon­­dres en octubre de 1940. 


			Desde el estallido de la Segunda Guerra Mundial Roosevelt se esforzó en sortear las leyes que le impedían vender armas y hacer préstamos a los beligerantes hasta conseguir, en noviembre de 1939, que se aprobase una nueva Ley de Neutralidad que permitía la venta de armas por el sistema cash and carry: pagadas al contado y con la obligación por parte del comprador de transportarlas en sus propios barcos. No fue hasta la aprobación de la Lend-Lease Act (Ley de préstamo y arriendo) de 11 de marzo de 1941 que consiguió que se le permitiera proporcionar armas y provisiones de guerra a un país al que se quisiera ayudar, sin la exigencia del pago inmediato.


			En el verano de 1940, mientras se preparaban las elecciones presidenciales, Hans Thomsen, encargado de negocios de la embajada alemana en Washington, pidió a su Gobierno fondos para ayudar a un congresista republicano a que llevase a unos cincuenta aislacionistas de su partido a una asamblea en Filadelfia en que se preparaba una plataforma contra la entrada de su país en la guerra. En aquellos momentos, Hitler pensaba ya que un día habría de enfrentarse a los Estados Unidos. Desde 1935 había empezado a trabajar en el proyecto del Amerika Bomber, un gran bombardero con un radio de acción de 12.000 km, para el que buscaba bases en la costa atlántica de Marruecos o en las Canarias. Pero era una acción que debía quedar para el futuro, hasta haber conquistado Europa, de modo que le interesaba que los Estados Unidos se mantuvieran desarmados.


			Mientras tanto, Roosevelt se preparaba en secreto para la entrada en una guerra que estaba convencido de que acabaría implicándoles. En mayo de 1941 inició un programa de construcción de bombarderos; en agosto del mismo año se entrevistó con Winston Churchill en aguas de Terranova, en una reunión de la que salió la declaración formulada en la Carta del Atlántico; y en noviembre autorizó el inicio de lo que se convirtió en el Proyecto Manhattan, destinado a la obtención de un arma atómica. Todo ello se producía antes de que el 7 de diciembre de 1941 los japoneses atacasen la flota americana en Pearl Harbor, que fue lo que decidió la entrada de los Estados Unidos en la Segunda Guerra Mundial.


			Es, sin duda, la Carta del Atlántico, de 14 de agosto de 1941, la que demuestra que Roosevelt no solo se preparaba para entrar en la guerra, sino que tenía grandes planes para el futuro. Los ocho puntos de este documento no solo hablaban explícitamente “de la destrucción final de la tiranía nazi”, sino que preveían un futuro de colaboración internacional en un mundo en que se respetaría “el derecho de todos los pueblos a adoptar la forma de gobierno en la que escogieran vivir” y en que “se restaurarían los derechos soberanos y el autogobierno a los que hubiesen sido privados de ellos por la fuerza”. Un punto al que Winston Churchill, que deseaba conservar el Imperio colonial británico y que era más bien escéptico acerca de la utilidad del “sufragio universal para los hotentotes”, debió acceder de mala gana, dado que necesitaba desesperadamente la ayuda americana. Fue a partir de estos ocho puntos que comenzaron en 1942 los preparativos para crear la futura Organización de las Naciones Unidas, una entidad que “las potencias que han vertido su sangre por el resto del mundo” se reservaban el derecho de organizar.


			El siguiente paso en su proyecto para el mundo de la posguerra lo dio en la Conferencia de Casablanca, donde se reunió, en enero de 1943, con Churchill —Stalin excusó su asistencia por las necesidades inmediatas de la guerra— y con los altos mandos militares aliados para diseñar las campañas futuras y para proclamar que el pueblo norteamericano deseaba una victoria absoluta y que aquella guerra solo podía concluir con una rendición incondicional.


			Convencido de la importancia de los acuerdos que iban a tomarse en esta reunión, Roosevelt emprendió un largo y peligroso viaje en avión (era la primera vez en que un presidente en activo utilizaba este método de viaje) y aprovechó su estancia para hablar también con los dirigentes marroquíes. Si hemos de creer a Nigel Hamilton, Roosevelt le habría dicho entonces a su hijo Elliott: “Voy a trabajar con todas mis fuerzas para asegurarme de que, cuando esta guerra acabe, no les devolveremos las colonias a los británicos y a los franceses”.


			Pero estos grandes planes de futuro no se iban a realizar. Roosevelt murió en abril de 1945, a los sesenta y tres años de edad, y su sucesor, Harry Truman, a quien iba a corresponder la tarea de presidir la ordenación del mundo de la posguerra, no estaba a la altura que requería esta tarea. 






			Josep Fontana










 


				


			


		


		

			

			


		


		

			El fascismo está en nuestras puertas de manera jodidamente seria… España ha sido la primera gran trinchera en la batalla por nuestro continente. 


			Carleton Beals, The Coming Struggle 


			for Latin America, 1938






			Siempre he admirado y he aplaudido numerosos discursos y mensajes del presidente Roosevelt en política exterior. Me gusta su personalidad. Creo, sin embargo, que la historia registrará el hecho de no levantar el embargo como una metedura de pata. Un líder democrático tiene que prestar atención a las minorías disidentes y a la aprobación de las mayorías. Cuando hay mucho en juego —y en España lo que estaba en juego era la paz en Europa— está justificado que ignore a los disidentes con la esperanza de que los actos resultarán más convincentes que las palabras. Los dictadores, por desgracia, no esperan hasta que las democracias hayan sido educadas.


			Louis Fischer, Men and Politics, 1941






			Si es cierto que los Estados Unidos no tienen ni un amigo en el ancho, ancho mundo, debe haber una razón para ello. Considere España —el país extranjero que mejor conozco—. La generación más vieja —no la mayoría silenciosa que en todas partes es apática, sino la gente que he conocido desde los días de la Guerra Civil española (1936-1939)— sabe que fue Roosevelt, más que cualquier otro individuo, el responsable, a través del embargo de armas, de la destrucción de la República española. Probablemente fue el mayor error que cometió el presidente, uno de los grandes errores de la historia.


			George Seldes, “Spain: Fascism gone gray”, 


			The Nation, 3 de agosto de 1970


		






			CAPÍTULO 1


			LA DIPLOMACIA NORTEAMERICANA DE ENTREGUERRAS






















			En la celebración del tricentenario de Harvard, en 1936, el presidente Roosevelt, exalumno de la universidad, pronunció un provocativo discurso en el que recordó las tensiones históricas entre algunos de los presidentes demócratas más importantes y el elitista alumnado de esta institución. Así, según explicó el presidente, durante la celebración del bicentenario “muchos de los exalumnos de Harvard estaban profundamente preocupados por el estado de la nación. Andrew Jackson era presidente. En el 250 aniversario de la fundación de Harvard, estaban profundamente preocupados. Grover Cleveland era presidente”. Después de una pausa, Roosevelt concluyó: “Ahora, en el 300 aniversario, yo soy presidente”. La audiencia respondió con una sonora bronca1. El incidente reflejaba el inevitable clima de enfrentamiento entre la Casa Blanca y buena parte de la comunidad empresarial. El New Deal, sobre todo a partir de 1935, había consistido en una profunda reforma del sistema político y económico norteamericano que aspiraba a un método de gobierno cooperativo entre el capital, el trabajo y el mismo Gobierno. Gracias a las reformas del New Deal y al intenso ciclo de movilizaciones populares, el movimiento obrero norteamericano se erigió como una institución decisiva en las grandes empresas y en la política nacional, abriendo el camino para un gran abanico de conquistas legislativas populares. Esta transformación de la democracia norteamericana tenía que ir forzosamente en detrimento del inmenso poder ostentado hasta entonces por la elite económica nacional2.


			Ahora bien, en política exterior, a pesar de los esfuerzos de la izquierda frentepopulista en un sentido contrario3, el Departamento de Estado durante la Administración Roosevelt siguió siendo una institución con un fuerte sesgo conservador, dominada por exalumnos de universidades del Ivy League, especialmente de Harvard. En este sentido, no se diferenciaba mucho de los cuerpos diplomáticos del resto de gobiernos occidentales, incluido el de la Segunda República española4.


			En la América de entreguerras, los diplomáticos eran, a menudo, políticos frustrados, cuyas ocasionales incursiones en el terreno electoral no habían podido superar el lastre que suponía su apariencia elitista e inaccesible. Entre las figuras fundacionales de esta elite dedicada a hacer carrera profesional diplomática destacaban los estadistas Elihu Root y Henry L. Stimson. Tal y como señala el historiador Godfrey Hodgson, los miembros de lo que se conocería como el establishment de política exterior participaban de una cultura peculiar:


			La cultura dominante en el establishment de política exterior era la de los internados de Nueva Inglaterra y las universidades del Ivy League, la de las denominaciones protestantes establecidas más antiguas (especialmente, la episcopaliana y la presbiteriana), la de los bufetes de abogados de Wall Street y de State Street de Boston, y la de los clubs que sus socios frecuentaban. Era capitalista pero liberal, patriótica pero internacionalista, anglófila pero crítica con Inglaterra, masculina pero no macho, cultivada pero no solía ser intelectual, leal a las escuelas, las universidades, los clubs, la familia y la nación, profundamente comprometida con un ideal de servicio público y con un ethos propio del estoicismo individual5.


			La anglofilia crítica era, en efecto, un aspecto decisivo de los diplomáticos de carrera, que, como veremos más adelante, tuvo mucha influencia en la política española de la Administración Roosevelt, especialmente hasta finales de 1938. Por otra parte, se trataba de un sector que era visto, durante los años treinta, como uno de los feudos del filofascismo norteamericano. Ciertamente, las universidades de donde provenían el grueso de los funcionarios del Departamento de Estado practicaban un indisimulado antisemitismo institucional y contaban, entre sus miembros, con numerosos simpatizantes del fascismo6.


			De hecho, entre muchos funcionarios del Departamento de Estado existía una cierta desconfianza hacia la capacidad de autogobierno de la mayoría. Un buen ejemplo es el de George F. Kennan, futuro padre de la teoría de la contención con la Unión Soviética y arquitecto intelectual del Plan Marshall. Admirador de la Austria de Dollfuss y del Portugal de Salazar, en los años treinta Kennan empezó la redacción de un libro de teoría política en el que pedía la restricción del sufragio a los hombres blancos y otras medidas que garantizaran un Gobierno de las elites. En 1935, cuando ya trabajaba en la nueva embajada estadounidense en la capital soviética, Kennan escribió a su hermana: “Odio el desorden y la agitación de nuestra vida política […] Odio la democracia, odio la prensa […] Me he vuelto claramente antiamericano”7.


			Si bien el desprecio por la democracia era un rasgo bastante común entre las elites diplomáticas, la repulsión contra el comunismo ocupaba un lugar mucho más central. En efecto, la Revolución rusa tuvo un gran impacto en la evolución de la diplomacia estadounidense. Desde el principio, el éxito del bolchevismo se interpretó como un serio desafío a la democracia parlamentaria, al imperialismo liberal y a la libertad de empresa. Los Esta­­dos Unidos se negaron a reconocer al nuevo Gobierno soviético y enviaron tropas para auxiliar al Ejército blanco durante la guerra civil rusa. La creación de la Internacional Comunista en 1919 disparó todas las alarmas. Ese mismo año, un joven Franklin Delano Roose­­velt defendía el servicio militar obligatorio como la mejor garantía contra el peligro de una revuelta bolchevique. Para los gobernantes norteamericanos, el fantasma de Moscú parecía emerger como el verdadero motor de los movimientos nacionalistas de América Latina. En enero de 1927, el secretario de Estado Frank B. Kellog justificó la intervención militar en Nicaragua a través de un memorándum con el que se pretendía demostrar que los líderes comunistas se habían propuesto la destrucción del “imperialismo norteamericano”8.


			El anticomunismo impregnaba toda la diplomacia norteamericana de entreguerras. En parte, la obsesión anticomunista fue facilitada por la profesionalización del servicio diplomático gracias a la Ley Rogers de 1924, que, entre otras cosas, preveía la creación de la Foreign Service School. La composición social de los jóvenes aspirantes a diplomáticos —la inmensa mayoría, de clase alta o media-alta— favorecía una cultura común en la que la repulsión y el temor hacia el comunismo ejercían un papel cohesionador.


			Una vez en la Casa Blanca, Roosevelt se inclinó por el reconocimiento del régimen soviético, consciente de que la estrategia de no reconocimiento había fracasado —el Gobierno de Moscú parecía consolidado, lejos del inminente colapso que solían pronosticar los diplomáticos norteamericanos— y confiado en que la posible apertura de los mercados soviéticos podría contribuir a la recuperación económica. Después de una rápida negociación, en noviembre de 1933 se firmaron los llamados acuerdos Roosevelt-Litvinov, en virtud de los cuales los Estados Unidos y la Unión Soviética restablecían las relaciones diplomáticas. Aun así, las relaciones entre los dos países se estancaron y se enrarecieron muy pronto, en parte por la presencia de delegados norteamericanos en el 7º Congreso de la Internacional Comunista, celebrado en Moscú en el verano de 1935, y en parte también por la insistencia de los norteamericanos en el cobro de las deudas de la Rusia zarista9.


			Expansión económica mundial


			El Foreign Office británico y el Departamento de Estado estadounidense respondieron de manera similar al ambiente revolucionario de la primera posguerra mundial. Ante al desafío de los movimientos anticoloniales y nacionalistas de izquierdas, inspirados en mayor o menor grado por los ejemplos bolchevique y mexicano, la política exterior norteamericana no escatimó esfuerzos en la contención de las nuevas amenazas rojas, ya fuera por la vía diplomática o recurriendo a la intervención militar directa. Para recuperar la estabilidad y la prosperidad de los tiempos de preguerra, también se impulsó un programa de reconstrucción económica mundial centrado en la expansión de la inversión extranjera10.


			En efecto, en los años veinte el capitalismo norteamericano, ayudado por el Gobierno, experimentó una gran expansión internacional. Este fenómeno representó un gran salto histórico respecto al periodo anterior, tanto en cantidad como en diversidad. Después de la Primera Guerra Mundial, los Estados Unidos se habían situado por primera vez como principal nación acreedora. La inversión directa extranjera del capital norteamericano casi se duplicó de 1919 a 1929, pasando de 3.879 a 7.555 millones de dólares. Junto con los países del continente americano, Europa era el otro destino preferente. La Gran Depresión afectó inevitablemente a la inversión extranjera, pero las incursiones de las grandes petroleras en Oriente Medio compensaron parcialmente el descenso. En 1939 el total de la inversión directa norteamericana en el extranjero había bajado ligeramente hasta situarse en los 7.000 millones de dólares11.


			En el boom previo al crack de 1929, la exportación de productos, inversiones e imaginario norteamericano fue tan intensa que incluso llegó a provocar los primeros debates sobre los peligros del proceso de americanización cultural y económica en muchos países. Las bases de este boom exportador ya se habían construido con Wilson: desde la etapa final de la guerra, Washington había trabajado muy de cerca con algunos banqueros —especialmente, con Thomas Lamont— para desarrollar planes de reconstrucción económica mundial para la posguerra. Un aspecto clave de estos programas era la promoción de la estabilidad monetaria internacional a través de la restauración y la expansión de una versión actualizada del patrón oro —el patrón de cambio oro—.


			Si bien es cierto que las administraciones republicanas se opusieron —con éxito— a la entrada de los Estados Unidos en la Sociedad de Nacio­­nes, en política económica exterior, en cambio, siguieron una estrategia similar a la diseñada por la Administración Wilson. Sin duda, había ciertas diferencias. Los republicanos se distinguían de Wilson por una mayor confianza en las capacidades del sector privado a la hora de definir los objetivos de la política exterior y también por un mayor compromiso en el uso de las fuerzas armadas para garantizar la seguridad de las inversiones en el exterior. Sin embargo, los puntos de acuerdo eran más sustanciales. Tanto Wilson como las administraciones republicanas de los años veinte creían —al menos en teoría— que las políticas de liberalización comercial, la integración de nuevos mercados en el sistema económico norteamericano y el desarme mundial eran cruciales para la paz y la estabilidad internacional. El consenso norteamericano a favor del desarme se explica, en gran parte, por una extendida percepción sobre la relación entre el armamento, la política internacional y el poderío económico estadounidense. En aquella época, muchos creían que cuanto más desarmado estuviera el mundo, más influyente resultaría el poder expansivo de la economía americana12. Mientras duró el ciclo económico ascendente, la política exterior de los veinte fue un éxito. Tal y como recuerda Aurora Bosch: “Sin aumentar los gastos militares, Estados Unidos dominó un orden internacional pacífico y estable que favorecía las exportaciones americanas, protegía sus inversiones en el extranjero, controlaba las materias primas y expandía los ideales y valores americanos por el mundo”13.


			La llegada de Roosevelt a la Casa Blanca tampoco implicó una ruptura radical con la política económica exterior wilsoniana. A pesar de los arrebatos proteccionistas, el nuevo secretario de Estado, Cordell Hull, compartía con su antecesor, Henry L. Stimson, la apuesta por el desarrollo del comercio exterior como mejor medio para superar la Gran Depresión. Como nuevo jefe de la diplomacia estadounidense, Hull fue capaz de imponerse al sector más nacionalista del New Deal e impulsar la Ley de Acuerdos Comerciales Recíprocos, aprobada por el Congreso en 1934. La ley daba autonomía al ejecutivo para bajar aranceles a través de la negociación de tratados bilaterales. En los siguientes años, la diplomacia norteamericana consiguió importantes acuerdos con muchos países de América Latina, Escandinavia y Canadá. En el Congreso, el proyecto de ley se justificó como una fuente de creación de empleo, con la confianza de que sería capaz de exportar, al mismo tiempo, los excedentes de mercancías y de paro. Sin embargo, teniendo en cuenta que las exportaciones solían ser intensivas en capital mientras que las importaciones lo eran en trabajo, probablemente los efectos de los tratados de comercio recíproco supusieron un obstáculo en la lucha contra el paro de la Ad­­mi­­nistración Roosevelt, tal y como señaló el historiador económico Charles Kindleberger14. 


			Según un observador contemporáneo, Samuel Flagg Bemis, profesor de Historia Diplomática en la Universidad de Yale, la nueva política comercial debía entenderse como el “reconocimiento de que es imposible ser a un mismo tiempo nación acreedora y nación altamente proteccionista”15. Sin embargo, a pesar del aparente compromiso de la Administración Roosevelt con la promoción del comercio internacional, el balance de sus políticas resulta bastante ambivalente. Al fin y al cabo, el abandono del patrón oro y la consiguiente devaluación del dó­­lar no tuvo como objetivo favorecer el comercio entre naciones. Ade­­más, en las negociaciones por obtener nuevos tratados, el Departamento de Estado solía estar atento a la protección de los intereses de la economía norteamericana a través de la concesión de rebajas arancelarias para productos que necesitaba (materias primas o mercancías que no fabricaba) a cambio de rebajas similares para excedentes de productos norteamericanos16.


			En cualquier caso, durante los años treinta, a pesar de ciertos cambios significativos, Roosevelt no resolvió el gran problema de la diplomacia norteamericana de entreguerras. Como quedó claro en la Confe­­ren­­cia Económica Mundial de Londres de 1933, la nueva política económica exterior de los Estados Unidos no pretendía coordinarse con el resto del mundo, ni —mucho menos— asumir los riesgos de ejercer el liderazgo necesario para garantizar la estabilidad internacional. Esta inhibición en adoptar una actitud geopolíticamente consecuente con su condición de primera potencia económica mundial también quedó patente en la persistente exigencia sobre el cobro de las deudas de guerra. El espíritu de Bretton Woods todavía quedaba lejos.


			Aislacionismo y unilateralismo


			La falta de voluntad norteamericana para asumir el liderazgo del mundo occidental no era fruto de la improvisación o la desidia. Se trataba, más bien, de la consecuencia lógica de un consenso norteamericano en política exterior que apostaba por unos Estados Unidos con escasas obligaciones y compromisos internacionales. El consenso había surgido del gran debate de política exterior de principios de los años veinte, cuando el Senado se negó a ratificar el Tratado de Versalles —principalmente por la pérdida de soberanía que podía implicar el ingreso en la Sociedad de Naciones—, y no volvió a ser seriamente cuestionado hasta finales de los años treinta. Este consenso suele recibir el nombre de aislacionismo. Sin duda, el término es problemático y algo confuso. Suele connotar indiferencia por el exterior, justamente en una época en la que el Gobierno norteamericano estaba comprometido con la expansión del capital norteamericano por todo el mundo y en la que, especialmente en los años veinte, varios países caribeños sufrieron ocupaciones militares estadounidenses. Más que un presunto desinterés por lo que sucedía fuera de sus fronteras, la política exterior norteamericana estaba basada en un rechazo consciente de organismos internacionales como la Sociedad de Naciones y en la negativa a garantizar por la fuerza el statu quo establecido en Europa después de la Primera Guerra Mundial. De hecho, si no fuera por una larga tradición basada en un gran malentendido, resultaría más útil y riguroso etiquetar la diplomacia norteamericana de entreguerras de unilateralista. Como veremos de manera detallada más adelante, uno de los pilares del consenso aislacionista era el de mantenerse alejado de Europa y focalizado en el liderazgo del continente americano17. 


			La prioridad otorgada al continente americano estaba justificada por una concepción del mundo que dividía el globo en regiones con sistemas de seguridad diferenciados. Esta visión se veía convenientemente reforzada por motivos de estrategia militar. Los Estados Unidos se podían concentrar en cuestiones de seguridad hemisférica por la ausencia de un rival equiparable en el propio continente y por la gran confianza depositada en el carácter inexpugnable del hemisferio occidental. Según el mayor George Fielding Eliot, autor de obras populares sobre asuntos militares: “La providencia en su infinita misericordia y sabiduría ha sido muy buena con esta nación. Se nos ha dado una posición geográfica muy alejada de vecinos peligrosos. El genio del hombre todavía no ha creado instrumentos de guerra agresiva que puedan atravesar los océanos que nos protegen a cada lado […]”18. 


			El consenso aislacionista fue respetado por la nueva Administración demócrata, al menos durante los primeros años. La etapa aislacionista de Roosevelt suele pasar desapercibida, probablemente porque no encaja bien con el resto de su trayectoria política. Antes de postularse como candidato a la presidencia, Roosevelt había acumulado un consistente historial como internacionalista wilsoniano. Siendo joven, había ocupado el cargo de subsecretario de la Marina en la Administración Wilson, en un intento por emular la carrera política de su primo lejano, Theodore. Como candidato a vicepresidente en 1920, defendió con vehemencia el ingreso de los Estados Unidos a la Sociedad de Naciones. Y, sin em­­bargo, Roosevelt fue capaz de cambiar de opinión al percatarse de la fortaleza y popularidad del nuevo consenso aislacionista de entreguerras. Durante la campaña presidencial de 1932, cedió a las presiones del magnate de la comunicación William Randolph Hearst y dejó claro que había abandonado las veleidades internacionalistas de su juventud. En el primer mandato desde la Casa Blanca, respetó las promesas aislacionistas de la campaña. El gesto —frustrado— de proponer al Senado la entrada de los Estados Unidos al Tribunal Permanente de Justicia Internacional reafirmó a Roosevelt en la necesidad de seguir respetando el consenso aislacionista del momento19.


			Es difícil juzgar la sinceridad del Roosevelt aislacionista en sus primeros años como presidente. La visión de un Roosevelt visionario, de secretas convicciones internacionalistas, secuestrado por la idiocia de un pueblo acobardado y traumatizado por la Gran Guerra, tiene que ver, sin duda, con una leyenda popular cuyos orígenes se pueden trazar fácilmente hasta la primera mitad de los años cuarenta. En realidad, el nuevo presidente se marcó como prioridad la recuperación económica nacional y, hasta finales de 1937, relegó la política exterior a un discreto segundo plano. Sin embargo, poco después de llegar a la Casa Blanca, Roosevelt, probablemente sin proponérselo, logró generar divisiones significativas en el seno del consenso aislacionista con su programa de rearme. Buena parte de los legisladores aislacionistas —especialmente, los conservadores— estaban de acuerdo con la idea de construir una “fortaleza América” (Fortress Ame­­rica). El congresista Eugene B. Crowe de Indiana afirmó: “Forti­­fi­­quemos nuestras posesiones territoriales, en particular la zona del canal de Panamá, y hagamos del territorio de Hawái un verdadero Gibraltar”20.


			En cambio, para una parte significativa de la población, el programa de rearme militar despertaba muchos recelos, especialmente por la intensa animadversión popular contra los fabricantes privados de armas. En una carta a su mujer, escrita desde Londres a finales de julio de 1938, el influyente periodista Walter Lippman valoraba Idiot’s delight, del dramaturgo Robert E. Sherwood: “[…] una obra interesante, pero también revela completamente los delirios pacifistas de hace tres años cuando estaba de moda pensar que las guerras las hacen los fabricantes de municiones. ¡El malo de la historia es un magnate francés de municiones!”21. En efecto, el punto álgido de este sentimiento pacifista fue en 1935. Junto con los banqueros de Wall Street y los intelectuales-publicistas de la causa aliada, en aquel momento era muy común acusar a los fabricantes de armas de haber empujado el país a la guerra a través de engaños y en contra del interés general de la nación. En 1937 un 70 por ciento de la población creía que los Estados Unidos no tendrían que haber entrado en la Primera Guerra Mundial. La teoría antiarmamentista sobre el origen de la guerra se vio alimentada y reforzada por numerosos libros, como Merchants of death (1934), de H. C. Engelbrecht y F. C. Hanighen, y The Road To War (1935), de Walter Millis. El texto más decisivo e influyente fue un artículo publicado en marzo de 1934 en la revista Fortune, titulado “Arms and the men”22. El texto causó una gran sensación y preparó el terreno para que el senador republicano progresista de Dakota del Norte, Gerald P. Nye, asumiera la tarea de fustigar públicamente a la industria armamentista y el sector financiero. Después de chocar con algunas dificultades, el senador logró crear un comité de investigación gracias a la curiosa alianza entre el movimiento pacifista y la organización anticomunista de veteranos American Legion. Desde septiembre de 1934 hasta abril de 1936, Nye cumplió con el encargo senatorial de intentar averiguar si la avaricia y la deslealtad nacional de los banqueros y los fabricantes y traficantes de armas —etiquetados despectivamente como “mercaderes de la muerte”— habían sido las principales causas por las que los Estados Unidos se habían involucrado en una guerra equivocada y por motivos espurios.


			El Comité Nye contó con una atención mediática formidable. Sus audiencias con empresarios de la industria armamentista y con grandes banqueros como Thomas W. Lamont y J. P. Morgan Jr. eran seguidas con atención por un público fascinado. Las conclusiones parecían confirmar —y, en algunos aspectos, incluso ampliar— las acusaciones formuladas por el artículo de Fortune. Gracias a los testigos obtenidos, quedaba claro el enriquecimiento de personajes siniestros como el traficante de armas Basil Zaharoff, así como el hecho de que las grandes compañías americanas de armamento habían contribuido al rearme de Alemania, en clara violación del Tratado de Versalles. Entre las recomendaciones del comité, destacó la necesidad de subir fuertemente la tributación a los beneficios empresariales bélicos y de introducir enmiendas constitucionales para permitir el control de la industria en tiempos de guerra e, incluso, su eventual nacionalización23. En un futuro no muy lejano, en plena Segunda Guerra Mundial, se acusaría al Comité Nye de haber perjudicado gravemente la política exterior norteamericana. Al principio, sin embargo, el apoyo obtenido llegó a ser casi unánime. Incluso el secretario Cordell Hull, quien emitiría más de una condena ex post facto, declaró en 1934 su completa sintonía con los objetivos del comité24. 


			Aparte de fortalecer el desprecio popular contra la industria privada de armamento, el éxito del Comité Nye tuvo otras consecuencias. En 1935 la sociedad norteamericana empezó a debatir la necesidad de extraer las lecciones necesarias para evitar la entrada del país en una nueva guerra mundial. La preocupación también estaba motivada por el empeoramiento de las tensiones internacionales y por la reacción pacifista contra la petición de Roosevelt de destinar 1.100 millones de dólares a gasto militar, un récord presupuestario en tiempos de paz. Como resultado del debate, se fue imponiendo la idea de que, para conjurar los peligros de una nueva guerra europea, hacía falta abandonar los tradicionales derechos de neutralidad y que, por lo tanto, había que legislar el establecimiento automático de embargos de armas para todos los beligerantes de una guerra extranjera, independientemente de su condición de agresor o víctima25. 


			El impulso para legislar una nueva manera de entender la neutralidad se apoderó del Capitolio. La Casa Blanca mostró sus reticencias a subordinar aspectos importantes de la política exterior a las rigideces de una legislación específica, que no permitía diferenciar caso por caso y que implicaba una evidente pérdida de competencias en política exterior. Fue en vano. El presidente firmó la primera Ley de Neutralidad el 31 de agosto de 1935. Desde entonces, quedaban prohibidos la venta de armas y el uso de barcos americanos para el transporte de armamento a las naciones en guerra. Se establecía, además, una oficina gubernamental para supervisar y controlar la actividad de la industria armamentista. La ley expiraba en seis meses. En febrero de 1936 se aprobó una extensión de catorce meses. En esta ocasión, también se incluyó la prohibición de otorgar préstamos a los bandos beligerantes, se reforzó el poder del legislativo en la aplicación de los embargos y, por respeto a la Doctrina Monroe, se excluyó a las repúblicas del continente americano de la aplicación de la ley en caso de sufrir un ataque por parte de un país de fuera del continente.


			La primera ocasión para probar la efectividad de la nueva legislación de neutralidad se presentó muy pronto. En octubre de 1935, Mussolini inició la campaña de invasión de Etiopía. Roosevelt, sin esperar una declaración de guerra por parte del Gobierno italiano y, sobre todo, sin querer aparentar un apoyo indirecto a la Sociedad de Naciones, invocó unilateralmente la legislación recientemente aprobada para cancelar el tráfico de armas y, además, recomendó un embargo “moral” sobre las relaciones comerciales. En contra de las intenciones de la Casa Blanca, la aplicación de la Ley de Neutralidad acabó perjudicando más a los etíopes que a los italianos. En realidad, la exportación de cobre, hierro, acero y petróleo norteamericanos a Italia aumentó sustancialmente. El 20 de junio de 1936, consumada definitivamente la invasión italiana de Etiopía, el presidente derogó las proclamaciones de neutralidad. El comercio de armas con la Italia de Mussolini quedaba restablecido26.


			Más allá de su dudosa efectividad, la legislación de neutralidad sirvió para compensar las sensibilidades heridas por el programa de rearme, aunque, en realidad, este no dejaba de formar parte de una tendencia global. El comercio internacional de armamento se duplicó en el periodo 1932-1937, en plena Gran Depresión. Por otra parte, las negociaciones para el desarme mundial que habían empezado en Ginebra en 1932 entraron pronto en un punto muerto, especialmente desde que la Alemania nazi se levantó de la mesa en octubre de 1933. De hecho, para el Gobierno de la República española en guerra, el contraste entre la carrera armamentística mundial y las dificultades por conseguir armamento para su propia supervivencia constituiría, sin duda, una lacerante ironía27.


			El nacimiento del ‘appeasement’ en Europa 			y en Estados Unidos


			En verano de 1936, después de haberse mostrado incapaz de evitar la invasión japonesa de Manchuria (1931), la guerra del Chaco (1932-1935) y la invasión italiana de Etiopía (1935-1936), la Sociedad de Naciones estaba gravemente desprestigiada. Lo mismo puede decirse de su principal instrumento para hacer respetar el derecho internacional: los esquemas de sanciones colectivas. En el caso de la invasión de Etiopía, las sanciones se aplicaron con tan poco entusiasmo que no sirvieron para frenar a Mussolini, sino para evidenciar la falta de voluntad política a la hora de garantizar la soberanía de los propios Estados miembros. Muchos críticos con la evolución de la Sociedad de Naciones señalaban la ausencia de los Estados Unidos como principal causa de su fracaso. Si bien es cierto que el unilateralismo de los Estados Unidos había restado fuerza a la amenaza de sanciones colectivas, las vacilaciones de la Sociedad de Naciones en la invasión italiana de Etiopía se explican, en gran parte, por las cambiantes valoraciones de franceses y británicos sobre la plausibilidad de un acercamiento entre Mussolini y Hitler.


			En efecto, a Francia y Reino Unido les preocupaba la posible confluencia entre el revisionismo territorial nazi y el irredentismo de Mussolini, pero esta inquietud se mantenía en un estado de alerta relativa por la aparente contradicción entre las ambiciones expansionistas de la diplomacia nazi en Europa central y la voluntad italiana de garantizar la independencia de Austria y ejercer un dominio indirecto sobre los países balcánicos. La confianza de Londres y París sobre el insalvable antagonismo de Alemania e Italia pareció confirmarse en marzo de 1935, cuando Hitler anunció sus intenciones de reconstruir una fuerza área propia, incrementar el volumen de las capacidades militares alemanas y restaurar el reclutamiento militar obligatorio. El anuncio de Hitler provocó una respuesta unitaria de Francia, Gran Bretaña e Italia, firmada en la localidad italiana de Stresa el 14 de abril de 1935, en la que se reivindicó la vigencia de los Acuerdos de Locarno. El llamado Frente de Stresa no tuvo, sin embargo, una vida muy larga. El 18 de junio, el Gobierno de Londres, sin consultar a Francia ni a Italia, acordó con Alemania un pacto naval que permitía un notable incremento de la marina alemana. Por su parte, el 2 de mayo los franceses habían firmado un acuerdo de asistencia mutua con Moscú. La disolución efectiva del Frente de Stresa se dio en otoño de 1935, con la oposición de Francia y Gran Bretaña a la invasión italiana de Etiopía. Además de revelar la profunda crisis de la Sociedad de Naciones, Etiopía también fue el primer lugar de encuentro para las diplomacias alemana e italiana. La comprensiva actitud de Hitler ante los planes de Mussolini en Etiopía permitió iniciar el gradual acercamiento entre los dos líderes fascistas, que se reforzaría y profundizaría durante la guerra en España.


			Desde entonces, Reino Unido y Francia se mostraron abiertos a la posibilidad de establecer un gran acuerdo con Hitler que garantizara la paz continental, mientras cortejaban a Mussolini, con la esperanza de recuperarlo como aliado. En marzo de 1936, Alemania remilitarizó la Renania. Ni París ni Londres demostraron una auténtica voluntad de hacer respetar el Tratado de Versalles con la fuerza de las armas. En mayo, Mussolini completaba la invasión de Etiopía y, a principios de julio, la Sociedad de Naciones levantaba las tímidas e inefectivas sanciones económicas que había decretado contra Italia. Tal y como señaló Enrique Moradiellos, en el verano de 1936 el sistema de relaciones intraeuropeo estaba emitiendo claros signos de desintegración28. En efecto, al estallar la guerra en España, ya se estaba consolidando la llamada política de appeasement o “apaciguamiento”, es decir, el abandono efectivo de las promesas de la Sociedad de Naciones y su sustitución por una política de fuertes concesiones a las demandas expansionistas de Alemania e Italia, siempre y cuando no afectaran a los intereses estratégicos de Francia y Gran Bretaña, especialmente sus posesiones coloniales. 


			Aunque el appeasement se suele asociar a Londres y París, lo cierto es que Washington practicó su propia versión de apaciguamiento. A finales de los treinta, el célebre politólogo Carl J. Friedrich señalaba con razón: “Es común a Inglaterra y a los Estados Unidos el hecho de suponer que se pueden descubrir concesiones que satisfarán a las potencias fascistas de manera tal que se podrá vivir con ellas en paz y tranquilidad para siempre”29. En efecto, en aquellos años, tanto la Casa Blanca como el Departamento de Estado eran partidarios de tomarse seriamente la vía de las concesiones a Italia y Alemania, sobre todo las de carácter económico. A falta de una propuesta clara y habiendo descartado el uso de la fuerza para contener el expansionismo fascista, la diplomacia norteamericana insistía en la idea de promocionar el comercio internacional como solución a las tensiones prebélicas.


			El apaciguamiento de Washington tenía muchos rasgos comunes con el británico. Para empezar, las elites diplomáticas de ambos países eran más anticomunistas que antifascistas. El Foreign Office y el Departamento de Estado también creían que las guerras entre potencias industrialmente desarrolladas resultaban muy perjudiciales para la estabilidad de los países capitalistas y, en cambio, muy beneficiosas para la aparición de nuevas revoluciones comunistas. En cualquier caso, si el estallido de la guerra era inevitable, se prefería un conflicto focalizado entre comunistas y fascistas, que agotara sus respectivas fuerzas y eliminara la amenaza de futuros desafíos al statu quo30. 


			El appeasement simultáneo en los Estados Unidos, Francia y Gran Bretaña tenía el efecto inevitable de reforzarse mutuamente. Por una parte, los sectores filobritánicos de la Administración Roosevelt no querían interferir en la política europea del Foreign Office británico. Desde el otro lado del Atlántico, los británicos eran conscientes de que no podían contar con el potencial militar de los Estados Unidos para responder a los desafíos al Tratado de Versalles y que, por lo tanto, convenía profundizar en el camino de las concesiones y el apaciguamiento. A su vez, el otro gran imperio democrático, Francia, se mostraba incapaz de atenuar los lazos de dependencia con el Reino Unido. Prueba de ello es que la relación entre París y Washington de aquellos años siempre parecía pasar por el filtro de la mediación indirecta de Londres.


			El apaciguamiento practicado por el Departamento de Estado presentaba algunas características propias que lo diferenciaban del británico. En primer lugar, la distancia física con el escenario europeo lo hacía menos evidente y polémico. Al mismo tiempo, el apaciguamiento norteamericano parecía disfrutar de un elevado grado de aprobación en la población, gracias, en buena parte, a la hábil explotación del consenso aislacionista por parte de la elite diplomática. Sin duda, la falta de voluntad de confrontación con Alemania e Italia encajaba bien con el argumentario aislacionista. De hecho, buena parte del movimiento aislacionista aceptaba la legitimidad de las aspiraciones coloniales de las llamadas have-not nations, Alemania e Italia, y criticaba a la Sociedad de Naciones como un mero instrumento para la preservación de los insostenibles imperios de Francia y Gran Bretaña31.


			Con todo, fue la legislación de neutralidad impulsada por el aislacionismo lo que dio al apaciguamiento norteamericano su rasgo más dis­­tintivo. La prohibición de vender armamento a cualquiera de los beligerantes estaba pensada para evitar una repetición del guion que había conducido a los Estados Unidos a declarar la guerra contra Alemania. El nuevo experimento legislativo tenía profundas consecuencias geopolíticas: la legislación de neutralidad rompía con la política de neutralidad tradicional de los Estados Unidos y se situaba claramente fuera de los principios del derecho internacional y de la política de seguridad colectiva de la Sociedad de Naciones. Al negarse a distinguir, por imperativo legal, entre nación agresora y nación agredida, la versión norteamericana de apaciguamiento resultaba, de hecho, incluso más radical que la británica y la francesa.


			En definitiva, el apaciguamiento de Washington tenía la particularidad de combinar los intereses de los sectores más aislacionistas y unilateralistas de la opinión pública norteamericana con los de los partidarios de estrechar las relaciones con el Imperio británico. El consenso aislacionista y apaciguador resultante era precario pero consistente, y no fue seriamente cuestionado sino hasta el final de la década. Como veremos más adelante, la guerra en España tuvo un papel determinante en el fin de este consenso32.









			CAPÍTULO 2


			UN EMBARGO IMPROVISADO


			Con el estallido de la guerra en España, la primera preocupación inmediata del Departamento de Estado fue la protección de vidas y propiedad norteamericanas. En la embajada en Madrid, docenas de personas encontraron refugio33. La evacuación de los nacionales norteamericanos residentes en España resultó más fácil que la protección de los intereses económicos. Inevitablemente, el caos político y social del momento generó una cierta pérdida de seguridad jurídica. El 5 de agosto, después de enterarse de que las fábricas de Ford y General Motors en Cataluña habían sido requisadas, la diplomacia estadounidense notificó al Gobierno republicano español que se le hacía responsable de la protección de la propiedad norteamericana. En caso de posibles expropiaciones por necesidad de guerra, las indemnizaciones deberían ser rápidas y completas34.


			Según cálculos del Departamento de Estado, la cantidad total de capital norteamericano invertido en España ascendía a los ochenta millones de dólares. El conjunto de esta inversión era bastante variado e incluía, entre otros, intereses en organizaciones bancarias, fabricación de automóviles, corcho, maquinaria de calzado y aceite de oliva. La mayor parte se encontraba en el territorio donde había fracasado el intento de golpe de Estado35. En general, los esfuerzos del cuerpo diplomático norteamericano en la protección de estos intereses económicos se vieron parcialmente afectados por los desafíos y los conflictos de autoridad del Gobierno de Madrid con las organizaciones sindicales y los entes regionales y locales36.


			Las grandes empresas norteamericanas con presencia en España (General Motors, Ford, Firestone e ITT) tenían, de hecho, un gran valor estratégico para la economía de guerra. En la zona republicana, gran parte de la inversión norteamericana pasó a estar bajo control de los sindicatos o de agencias gubernamentales. En el caso de Firestone, los ejecutivos de la compañía cedieron ante las exigencias de producción del Gobierno republicano español, condicionados por el temor a tener que revelar sus fórmulas secretas de fabricación37. Sin embargo, este tipo de incidentes nunca pusieron en peligro las relaciones diplomáticas entre los dos gobiernos. Tampoco condicionaron significativamente la política española de la Administración Roosevelt. El Departamento de Estado entendía que, en caso de guerra, los ciudadanos norteamericanos tenían que contar con que sus inversiones habían entrado en una fase de riesgo difícilmente controlable. La protección de la propiedad norteamericana tuvo incluso menos importancia en las escasas e informales relaciones entre el Departamento de Estado y el bando insurgente. En este caso, las principales tensiones fueron provocadas por los bombardeos —sin víctimas— a barcos estadounidenses, especialmente por los ataques al Exmouth, el 22 de julio, y al Kane, el 30 de agosto38.


			El embargo moral


			Desde el principio, la dimensión internacional del conflicto español resultó crucial. Con una industria militar raquítica en España, ni el Gobierno republicano ni los militares insurrectos estaban lo suficientemente equipados como para aplastar al bando contrario39. Ante el estallido de la rebelión militar, el Gobierno republicano español acudió en primer lugar al Gobierno francés, liderado por el socialista León Blum, con quien teóricamente mantenía una fuerte afinidad ideológica. El 21 de julio Blum decidió aceptar en secreto las peticiones de compra de armamento por parte de los republicanos españoles. La decisión tenía una justificación geoestratégica clara. El Gobierno español era un Gobierno amigo, cuya colaboración en caso de una nueva guerra europea sería decisiva para mantener en calma la frontera pirenaica y para garantizar las vías de comunicación entre Francia y sus colonias africanas. Sin embargo, la filtración de la noticia por parte de un agente franquista de la embajada española de París afectó la decisión de Blum. La derecha francesa —incluidos amplios sectores de la Administración y el Ejército— e influyentes ministros del Partido Radical —especialmente, Édouard Daladier (Guerra) e Yvon Delbos (Exteriores)— expresaron un rechazo frontal. El Gobierno británico de Stanley Baldwin también mostró su inconformidad. La oposición, interior y exterior, forzó un cambio de actitud en el Gobierno francés. El 25 de julio, después de un intenso debate en el consejo de ministros, Blum anunció la decisión de cancelar los envíos de armas y municiones al Gobierno de Madrid. La evidente intervención italogermana a favor de Franco animó a Blum a proponer, el 1 de agosto, un Pacto de No Intervención a Gran Bretaña e Italia, según el cual quedaría prohibida la venta, el envío y el tráfico de armas y municiones destinadas a cualquiera de los dos bandos en guerra en España. El objetivo era mantener el conflicto español confinado dentro de sus fronteras y evitar, de esta manera, el estallido de una nueva guerra general europea. Pocos días después, habiendo recibido una respuesta favorable del Reino Unido, París reenvió la propuesta a Alemania, Bélgica, Portugal, Polonia y la Unión Soviética.


			Por su parte, la Alemania nazi intervino rápidamente. Tras reunirse con dos emisarios de Franco el 25 de julio de 1936, Hitler se comprometió a enviar secretamente veinte aviones de transporte y seis cazas con destino a Tetuán. Gracias a la ayuda alemana, Franco pudo organizar el puente aéreo de tropas hacia Sevilla, que eludiría el bloqueo naval de la marina republicana y le permitiría empezar su marcha hacia Madrid. La intervención nazi a favor de los generales sublevados —en un principio, secreta y limitada— se explica por la voluntad de impedir que una victoria gubernamental generara vínculos más estrechos entre España y Francia y, lo que podría resultar aun más preocupante, entre estos dos países y la Unión Soviética. Además, la aparición de una cierta forma de revolución social en el territorio teóricamente controlado por el Gobierno republicano permitía justificar la intervención como una aportación desinteresada a la lucha contra el comunismo internacional, sin ningún vínculo específico con los intereses estratégicos de Berlín. Más adelante, a medida que la guerra avanzaba, los alemanes también aprovecharon para experimentar con el nuevo armamento aéreo y para conseguir un acceso privilegiado a los suministros de piritas y de mineral de hierro español, tan necesario para su programa de rearme. 


			La intervención de Mussolini fue incluso anterior al estallido del conflicto. El 1 de julio de 1936 se firmaron en Roma cuatro contratos con los futuros insurgentes. En el primero, el más importante, el Gobierno de Mussolini se comprometía a suministrar doce aviones Savoia-Marchetti 81, entre otros materiales bélicos. La intervención también sería secreta y, por lo tanto, compatible con una eventual participación en el Pacto de No Intervención. La actitud de Italia en España respondía a sus planes de aspirar a convertirse en la potencia hegemónica en el Mediterráneo, a costa del dominio anglofrancés del área. Así hay que entender sus actividades en Corfú, Albania y Libia en los años veinte y las acciones, mucho más atrevidas, en Etiopía y España en la siguiente década. Igual que Hitler, Mussolini también podía invocar al anticomunismo como pretexto para no despertar recelos en Francia y el Reino Unido.


			La Unión Soviética tenía motivos para temer una victoria de los militares insurgentes. La llegada de Hitler al poder en 1933 y sus explícitos planes de agresión contra los soviéticos habían reorientado la política exterior de Moscú, que ahora buscaba la alianza de Francia y Gran Bretaña para contener el expansionismo nazi. Si la República caía, Francia quedaría rodeada de potencias fascistas. En un principio, los soviéticos se sumaron y respetaron el Pacto de No Intervención, pero las reiteradas violaciones por parte de Alemania e Italia dieron pie a una rectificación. A partir de octubre de 1936, el Gobierno republicano pudo contar con ayuda militar soviética. Junto con el destacado papel de las Brigadas Internacionales organizadas por la In­­ternacional Comunista, esta ayuda resultó crucial para evitar la caída de Madrid en el primer otoño de la guerra.


			Al Reino Unido, la propuesta de Léon Blum le resultaba muy conveniente. A nivel interno, le permitía generar un espacio de acuerdo con la oposición laborista. Al fin y al cabo, se trataba de una propuesta formulada por un presidente socialista. El Pacto de No Intervención se insertaba coherentemente en el marco general de la política de appeasement y, al mismo tiempo, satisfacía los objetivos concretos que se había marcado la diplomacia británica para el conflicto español: confinar la guerra dentro de las fronteras españolas, detener el impulso de la ayuda francesa al Gobierno de la República, evitar el alineamiento con la Unión Soviética, esquivar el enfrentamiento con Alemania e Italia por la cuestión española y defender los principales intereses británicos en el país ibérico: la seguridad de la base naval de Gibraltar (fundamental para la ruta imperial con la India) y la protección de la importante presencia de capital británico (el 40 por ciento de la inversión extranjera en España)40.


			Ya desde el 27 de julio, la Administración Roosevelt estaba enterada de que el Gobierno francés era partidario de una política de neutralidad ante los dos bandos en conflicto41. Durante el mes de agosto, las negociaciones entre los gobiernos europeos fueron perfilando el contenido definitivo del acuerdo. Mientras tanto, para la República, las puertas para la compra de armamento se estaban cerrando rápidamente. Tradicionalmente, los Estados Unidos habían sido uno de los principales proveedores de armas para España. Por su parte, el Departamento de Estado empezó a pensar cómo debería lidiar con las previsibles peticiones de compra de armas que pronto le iban llegar desde Madrid42.


			En Washington, el consenso era bastante sólido: la venta de armas a España tenía que evitarse a toda costa. Aparte de no querer interferir en un asunto europeo, los recelos contra esa venta de armamento venían alimentados por el historial de fricciones entre Washington y los republicanos españoles de izquierda —el Departamento de Estado rechazaba sus políticas de nacionalismo económico—, así como por los influyentes prejuicios del anticomunismo de entreguerras43. El 23 de julio, Cordell Hull envió un mensaje al presidente en el que parecía interpretar la realidad española a través del prisma de la Revolución rusa. Los republicanos españoles estarían repitiendo los errores de Kerensky ante la revuelta de Kornilov:


			[…] parece que cada bando tiene un cincuenta por ciento de posibilidades de ganar, y, además, hay las mismas posibilidades de que surja una situación completamente caótica en España que puede seguir durante cierto tiempo. Uno de los factores más graves de esta situación radica en el hecho de que el Gobierno ha distribuido grandes cantidades de armas y municiones en manos de irresponsables miembros de organizaciones políticas de izquierdas44.


			El principal problema para impedir la venta de armas en España era de tipo legal. La legislación de neutralidad vigente solo preveía la posibilidad de establecer embargos de armas para las guerras entre naciones. Los casos de guerra civil no estaban contemplados. A principios de agosto de 1936, el diplomático William Phillips escribió en su diario: “Nos encontraremos en una situación incómoda, ya que no tenemos una legislación que nos autorice a denegar la exportación de este tipo de materiales aunque estén destinados a lo que equivale a un Gobierno comunista”45.


			Desde los primeros días posteriores al alzamiento, la diplomacia republicana española era consciente de las dificultades existentes para comprar en el mercado de armas norteamericano. En una reunión con el embajador español Luis Calderón de finales de julio, el secretario de Estado Cordell Hull expresó su pesar por la situación en España, pero trató de mantener en todo momento una postura neutral que no revelara ninguna simpatía partidaria sobre el resultado final del conflicto46.


			El 5 de agosto se reunieron importantes responsables del Depar­­tamento de Estado para determinar cuál tenía que ser la política de la Administración Roosevelt ante el conflicto español. En la reunión, se redactó una declaración en la que se invocaba el artículo VIII de la Con­­vención de Montevideo de 1933 para justificar la política de no intervención en los asuntos de otros estados. Al día siguiente, se produjo el primer tanteo de la diplomacia republicana española para conseguir armamento norteamericano. El embajador Calderón habló con William Phillips sobre la posibilidad de obtener una pequeña cantidad de municiones. Aunque Phillips reconoció que la operación sería legal, también advirtió al embajador de que una operación de estas características chocaría contra el sentimiento mayoritario de la población norteamericana47.


			El 7 de agosto se envió una circular a los diplomáticos norteamericanos en España con unas instrucciones de contenido muy similar a la de­­claración del 5 de agosto. Firmada por William Phillips como secretario de Estado en funciones, el telegrama aseguraba que el Gobierno se comprometía a una política de no intervención. Aunque el texto señalaba el vacío legal existente para hacer frente a los casos de guerra civil, Phillips se mostraba confiado en que el patriotismo de los ciudadanos norteamericanos garantizaría su cumplimiento48.


			La primera petición importante llegó el 10 de agosto de 1936. Aquel día la Oficina de Control de Armas y Municiones del Departamento de Estado recibió una consulta de la empresa Glenn L. Martin Company. El representante de la compañía quería saber la opinión de las autoridades sobre la venta de ocho aviones de bombardeo a la República. La fabricación de los aviones ya había sido encargada por el Gobierno republicano a principios de febrero de aquel año, pero su venta definitiva había quedado atascada por culpa de un pago pendiente que se tenía que realizar en dólares en Nueva York. El Gobierno de Madrid había enviado aquella misma mañana un telegrama en el que aceptaba pagar la factura pendiente y solicitaba la entrega de los aparatos49.


			Con Cordell Hull ausente —descansando en Hot Springs (Virginia) después de haber asistido al funeral de su cuñado—, William Phillips tuvo la responsabilidad de contestar a la compañía como secretario de Estado en funciones. En comunicación telefónica con Hull y Roosevelt, Phillips redactó una carta que concluía con una advertencia inequívoca: la venta de aviones estaría en contra del espíritu de la política del Gobierno norteamericano. El 10 de agosto se mandó la carta. Al día siguiente, el presidente Roosevelt hizo público su contenido en una rueda de prensa. El embargo moral de armas contra España quedaba oficialmente inaugurado50.


			A la adopción de la política de embargo moral de la Administración Roosevelt no se le suele dar la importancia que se merece. Uno de los motivos es, probablemente, por la ausencia de los Estados Unidos en el Pacto de No Intervención, acuerdo internacional suscrito por veintisiete gobiernos europeos51. Por su parte, la Sociedad de Naciones cedió la iniciativa y dio su aprobación a la creación del del Comité de No Intervención (también conocido como Comité de Londres). Al no formar parte del organismo internacional, Washington no participó ni siquiera en esta modalidad de apoyo internacional indirecto. También es cierto que el Departamento de Estado siempre enfatizó que el embargo de armas formaba parte de una política unilateral. Según una fórmula que Hull usó de forma reiterada, los Estados Unidos “[…] habían seguido desde el comienzo su propia —separada, individual e independiente— política de distanciamiento respecto de todas las etapas de la situación española”52.


			Esta interpretación tiene el defecto de obviar el papel de Estados Unidos como uno de los grandes productores mundiales de armamento. Su participación indirecta y autónoma en la política de no intervención tenía una gran importancia para todos los actores relevantes. Las potencias fascistas mostraron, de hecho, un especial interés en conocer la actitud de Washington. El 17 de agosto, el Gobierno alemán dio signos de estar preparado para entrar en el Pacto de No Intervención, a condición de que el Gobierno español liberara los aviones de Lufthansa que tenía retenidos y de que el acuerdo también se extendiera a todos los países productores de armamento53. Por su parte, el ministro de exteriores de la Alemania nazi, Konstantin von Neurath, había hecho saber a las diplomacias francesa y británica que, para Berlín, la adhesión de los Estados Unidos al Pacto de No Intervención resultaba esencial. Sin embargo, a medida que el embargo moral de armas se convertía en una política creíble para las potencias fascistas, la cuestión de la participación formal de los Estados Unidos en el Pacto de No Intervención salió de la mesa de negociaciones. El 18 de agosto el embajador norteamericano en Alemania, William E. Dodd, se enteró por la agencia oficiosa de noticias DNB de que la diplomacia alemana ya no consideraba necesaria la presencia de los Estados Unidos en el Pacto. Una semana después, el embajador francés en Roma explicó a sus colegas norteamericanos que finalmente el Pacto se había limitado a los gobiernos europeos por dos razones: porque se entendía la posición de los Estados Unidos y porque no se quería ofrecer a Japón una oportunidad para entrar en la política mediterránea54.


			En sus inicios, la política de embargo moral de la Administración Roosevelt contó con un amplio apoyo político y social. Entre las escasas voces críticas, hay que destacar la del semanario progresista The Nation. En un editorial del 29 de agosto, se afirmó: 


			Advirtiendo a las compañías navieras norteamericanas de no llevar armas a Es­­paña, la Administración está cometiendo exactamente el mismo error que Ingla­­te­­rra y Francia. Bajo el derecho internacional, comerciar con un Gobierno reconocido amenazado por una rebelión no solo está permitido, sino que es lo que se espera en interés de la ley y el orden. Ha habido casos en los que este principio ha sido objeto de graves abusos. Se ha aplicado extensamente al Caribe, por ejemplo, para reforzar el poder de un títere escogido por Washington, que no tenía el más mínimo apoyo popular. Tales abusos merecen la condena más profunda, pero no hay ninguna razón para inclinarse hacia el otro extremo y aplicar una neutralidad sesgada que podría funcionar claramente en beneficio de los enemigos de la democracia55.


			En los órganos del liberalismo wilsoniano, la crítica a la Política de No Intervención empezó bastante pronto. En diciembre de 1936, en las páginas de Foreign Policy Report, Vera Micheles Dean ya denunciaba la actitud de las grandes potencias democráticas al señalar que la política de Francia y Reino Unido había derivado en un alargamiento de la guerra y en una forma de intervención contra el Gobierno republicano, a quien se privaba de su derecho reconocido a comprar armas en el extranjero56. Ahora bien, a diferencia de The Nation, los analistas de los think tanks wilsonianos centraban sus críticas exclusivamente en los imperios democráticos europeos. Desde su perspectiva anglófila, les resultaba difícil criticar frontalmente una política del Gobierno norteamericano que no dejaba de ser una forma de cooperación respetuosa con la política seguida por París y Londres, con el aval añadido de la Sociedad de Naciones. Esta ausencia de crítica era compartida por la práctica totalidad de los medios de comunicación. Hasta los últimos días de 1936, la prensa norteamericana apenas debatió sobre el embargo moral.


			Los primeros amigos de la República 				en los Estados Unidos


			En un principio, las campañas del incipiente movimiento de solidaridad con la República española se centraban en la recogida de material humanitario. Poco después —y gracias, sobre todo, al celo organizativo de los comunistas— el movimiento también promovió el reclutamiento de voluntarios para ir a luchar en la famosa Brigada Lincoln. En total, unos 2.600 norteamericanos se alistaron voluntariamente para combatir el fascismo en España. Cerca de 900 acabaron enterrados en tierra española. Más allá de su importancia en el imaginario de la izquierda, la Brigada Lincoln también tiene su lugar en la historia de las relaciones raciales en Estados Unidos: fue en la Guerra Civil española donde por primera vez oficiales afroamericanos tuvieron bajo sus órdenes a soldados blancos norteamericanos57.


			Como era de esperar, los primeros norteamericanos en movilizarse para dar apoyo a la República española serían los militantes de las distintas familias del movimiento obrero (comunistas, socialistas y anarquistas), así como el sector del liberalismo progresista que, como la revista The Nation, en los años treinta valoraba positivamente la política internacional de la Unión Soviética y que, a nivel interno, se mostraba partidario de un Frente Popular norteamericano que impidiera el ascenso del fascismo y que contribuyera a profundizar las reformas sociales del New Deal.


			Por su capacidad de movilización, la izquierda sindical fue el sector más activo del movimiento de solidaridad democrática con España. La influencia católica en el movimiento obrero —especialmente en la central más importante del sindicalismo industrial, el Congress of Industrial Organizations (CIO)— impidió que las direcciones sindicales se pronunciaran a favor de la España republicana. De todos modos, desde el inicio de la contienda numerosos sindicatos y federaciones locales se implicaron a fondo en el apoyo al Gobierno republicano español. En el mundo del trabajo, uno de los amigos más influyentes de la República española fue David Dubinsky, líder del poderoso sindicato International Ladies’ Garment Workers’ Union (ILGWU)58.


			A principios de agosto de 1936, los dirigentes de la Federación Sindical Internacional (FSI, también conocida como la Internacional de Amsterdam) se dirigieron a Dubinsky para pedirle ayuda humanitaria para España. El sindicalista aceptó y, en declaraciones a The New York Times, afirmó: “La derrota de los fascistas españoles resulta esencial para la preservación de la democracia y la paz”59. El ILGWU organizó la Trade Union Red Cross for Spain, popularmente conocida como la Cruz Roja del Trabajo (Labor’s Red Cross), y designó a Dubinsky como su tesorero. En mayo de 1937, ya había recaudado 125.000 dólares. En las elecciones presidenciales de noviembre de 1936, algunos miembros del Partido Republicano aprovecharon la visible solidaridad de Dubinsky con el antifascismo español para acusar a la candidatura demócrata de connivencia con elementos radicales. El líder sindical acababa de abandonar el Partido Socialista y había ayudado a fundar el American Labor Party. En Nueva York, el partido de Dubinsky apoyaba a Roosevelt. Con el evidente objetivo de asociar al presidente con políticas extremistas, periódicos de la cadena Hearst como el New York American denunciaron la ayuda de Dubinsky a la España republicana como una forma de intervención60. Incluso John D. M Hamilton, jefe del Comité Nacional del Partido Republicano, se dirigió al presidente para pedirle que repudiara el apoyo del líder sindical a su candidatura, a quien describió como “un hombre que prestó ayuda financiera a los comunistas en España para que puedan seguir horrorizando al mundo civilizado con sus asesinatos de clérigos”61.


			Dentro del movimiento obrero, los comunistas también ejercieron un papel importante, sobre todo a través de la International Workers Order (IWO), que, a su vez, formaba parte de la Cruz Roja del Trabajo. La IWO funcionaba como una coordinadora de sociedades de solidaridad obrera, organizadas siguiendo criterios de fraternidad étnica e inmigrante. Con el tiempo, la Cruz Roja del Trabajo fue perdiendo el impulso inicial, ya que los comunistas prefirieron promocionar el North American Committee to Aid Spanish Democracy (NACASD), una plataforma con una apariencia menos marcada por el obrerismo izquierdista y, por lo tanto, más adecuada para la estrategia interclasista y frentepopulista del momento62. 


			Muy pronto, el NACASD se convirtió en la principal plataforma norteamericana de solidaridad con la República. Estaba liderada por un obispo metodista, Francis J. McConnell, y agrupaba a las entidades más activas en la solidaridad con la España republicana, entre las que cabe mencionar: el Medical Bureau to Aid Spanish Democracy —presidido por el doctor Walter B. Cannon, profesor en la Harvard Medical School, de inclinación conservadora y amigo personal de Juan Negrín—, la American Student Union —el gran sindicato estudiantil de la izquierda— y los partidos comunista y socialista. Tenía unas 60 secciones locales por todo el país y aseguraba contar con unos tres millones de miembros63.


			Texaco, al lado de Franco


			Por su parte, el bando franquista recibió el apoyo permanente de la jerarquía católica estadounidense y de algunas de las grandes compañías norteamericanas con intereses en España. En el ámbito empresarial, uno de los apoyos internacionales más decisivos y emblemáticos fue el de las compañías petroleras angloamericanas. Shell, Standard of New Jersey, Atlantic Refining Company y Texaco vendieron, en condiciones ventajosas, un total aproximado de 20 millones de dólares de petróleo a los militares insurrectos64. El bando franquista obtuvo 3.500.000 toneladas de petróleo a crédito (más del doble de lo que logró importar el bando republicano). La abundante disponibilidad del petróleo angloamericano no solo permitió hacer funcionar el ejército de Franco. Alemania e Italia también dependían de las mismas fuentes de combustible65.


			Como es bien sabido, la compañía que más abiertamente se comprometió con la causa franquista fue Texaco. El presidente de su consejo de administración, el excapitán Torkild Rieber, de origen noruego y nacionalizado norteamericano, era abiertamente filofascista. Cuando se enteró de que había estallado la guerra en España y de que los militares insurrectos solo habían capturado tres barcos de CAMPSA, Rieber ordenó que cinco de sus tanques que se encontraban en alta mar cambiaran de rumbo y se dirigieran a Tenerife, que ya había sido tomada por los insurgentes y donde se hallaba una gran refinería de petróleo. A finales de agosto de 1936, se reunió con Franco y le prometió el suministro a crédito de todo el petróleo que necesitara. Dada la escasez de divisas internacionales en el bando insurrecto, la posibilidad de comprar el petróleo a crédito resultaba especialmente conveniente.


			Sin embargo, a partir de enero de 1937, la venta de petróleo a crédito a España se volvió ilegal en Estados Unidos. Ante este contratiempo, Rieber prefirió violar las leyes a tener que poner obstáculos al suministro de petróleo a Franco. Los barcos de Texaco simulaban tener como destino la ciudad de Amberes, pero, en realidad, se dirigían a puertos españoles controlados por los franquistas. El fiscal general de los Estados Unidos, Homer Cummings, se quejó de esta violación encubierta de la legislación de neutralidad. Como respuesta, Rieber ordenó que los envíos continuaran a través de Italia. Ni siquiera una multa de veinte mil dólares consiguió frenar la ayuda de Texaco66. Además, en fuerte contraste con las dificultades de la República para conseguir barcos de carga, Texaco puso su flota a disposición del bando franquista67. Durante toda la guerra, Texaco vendió a España más de 1,4 millones de toneladas de petróleo. A través de la venta a crédito, Rieber arriesgó hasta seis millones de dólares de la compañía en su apuesta por una victoria de Franco68. 


			¿Una guerra por la democracia?


			En 1936, los estadounidenses con una idea clara y unas simpatías definidas sobre la guerra en España constituían una pequeña minoría. El resto se movía entre la indiferencia y la confusión. Para empezar, el tratamiento mediático que llegaba a los Estados Unidos sobre la guerra alimentaba serias dudas sobre el significado real del conflicto. ¿Se trataba, como afirmaba la jerarquía católica, de una guerra santa entre el comunismo ateo y la civilización cristiana? ¿O era, tal y como pregonaba la izquierda frentepopulista, una lucha de la democracia contra el fascismo? Para convencer a la masa de ciudadanos apáticos o indecisos, los norteamericanos comprometidos con uno u otro bando se entregaron a una intensa guerra de propaganda.


			A pesar de la indiferencia de la mayoría, el interés por España en los Estados Unidos había aumentado mucho con el advenimiento de la Segunda República, al convertirse, tal y como señala el historiador Julián Casanova, en “el único país de Europa en el que la República democrática surgió en los años treinta tras una dictadura militar”69. Prueba de este renovado interés fue uno de los primeros encargos que recibió el embajador Claude Bowers por parte del presidente Roosevelt en 1933. Bowers tenía que averiguar cuál sería el papel de España en caso de que el presidente se decidiera a formular un llamamiento a la humanidad contra las dictaduras. El encargo respondía a la preocu­­pación de Roosevelt sobre el grado de compromiso democrático del nuevo régimen republicano español y a la esperanza de que una España democrática pudiera volver a ocupar un lugar relevante entre las potencias mundiales70.


			El debate sobre el papel de la democracia en el conflicto español estaba inevitablemente condicionado por la memoria colectiva de la época. Al estallar la guerra en España, algunas figuras aisladas de la iz­­quierda que simpatizaban con la República invocaron los recuerdos de la Primera Guerra Mundial, la guerra que, según prometió el presidente Wilson, acabaría con todas las guerras y construiría “un mundo seguro para la democracia”. El corresponsal de The Nation en España, Louis Fischer, intentó conmover a sus lectores asociando un bombardeo sobre Madrid con las atrocidades de la invasión alemana de Bélgica en 191471.


			Sin embargo, la identificación voluntaria entre la Gran Guerra y la Guerra Civil española era minoritaria y torpe. En primer lugar, chocaba contra un recuerdo doloroso y de arrepentimiento nacional. En la Amé­­rica de entreguerras, la desconfianza hacia la versión oficial sobre las causas de la Gran Guerra estaba muy generalizada. Pronto aparecieron libros que ponían en cuestión que la guerra fuera una cruzada por la democracia, presuntamente amenazada a escala planetaria por el militarismo prusiano. Albert Jay Nock, en The Myth of a Gulty Nation (1922), responsabilizó a Francia y el Reino Unido por el estallido de la guerra, mientras que John Kenneth Turner, en Shall It Be Again? (1922), afirmaba que Wilson había conducido a Estados Unidos a la guerra para salvar a Wall Street. El libro de Harry Elmer Barnes The Genesis of the World War (1926) aseguraba que el nacionalismo germánico de preguerra era menos intenso que el de sus enemigos europeos. Incluso una obra como The Origins of the World War (1928), de Sidney B. Fay, que no pretendía señalar culpables, tendía a ser ligeramente favorable a Alemania72.


			Entre sectores significativos de la izquierda norteamericana, la misma idea de una guerra por la paz y la democracia se consideraba un oxímoron inaceptable. Según una opinión muy popular en la época, la gue­­rra moderna implicaba tal grado de destrucción y requería una dirección política tan autoritaria que cualquier intento de salvar a la democracia a través de una contienda bélica acabaría destruyendo la propia democracia y el nivel de bienestar necesario para su correcto funcionamiento. La reticencia a aceptar la posibilidad de una cruzada bélica de nobles intenciones venía apoyada justamente por la experiencia de la Gran Guerra, cuyo balance, veinte años después, obligaba a reconocer el dramático descenso de países con sistemas democráticos y el paralelo ascenso del fascismo y los programas de rearme militar73.


			Por su parte, la derecha norteamericana más radical y filofascista supo explotar las posibles afinidades entre la guerra en España y la Primera Guerra Mundial. Fletcher Pratt, en The American Mercury, no dudaba en identificar similitudes con la primera etapa de la Gran Guerra: el escenario de guerra era tan remoto que no afectaba directamente a ningún interés norteamericano y el Gobierno había proclamado, en un principio, el deseo de permanecer neutral. Mientras tanto, los “propagandistas” se esforzaban en educar a la población para que interpretara el conflicto como una cruzada por la democracia74.


			Por razones obvias, la mayor parte de la izquierda norteamericana evitó las comparaciones con la Gran Guerra. En cambio, sí dio una gran importancia y centralidad a la cuestión democrática. El nombre de la principal organización de solidaridad con la España republicana, el NACASD, así lo atestigua. El énfasis se correspondía con la estrategia de Frente Popular adoptada por la Internacional Comunista desde agosto de 1935. En el caso español, el discurso frentepopulista implicaba un cierto esfuerzo propagandístico para presentar a la Segunda República en guerra como un régimen democrático homologable al norteamericano, restando importancia a los aspectos socialmente revolucionarios de la retaguardia republicana. Significativamente, desde el catolicismo profranquista, tampoco faltaron voces que, como la del reverendo Michael D. Forrest, intentaron proyectar una imagen democrática de Franco, a quien se llegó a describir como el equivalente español de George Washington75.


			En este sentido, la postura de la revista Current History sobre España tiene cierto interés. Muchos de sus escritores y buena parte de su público potencial se pueden encasillar en la familia política del liberalismo wilsoniano, si bien en una versión más popular y accesible que la de los estirados seminarios del Council on Foreign Relations o la Foreign Policy Association76. En los primeros meses de la guerra, los editores daban por hecho que la democracia no formaba parte de los objetivos de guerra del Gobierno legítimo77. Al contrario, su estallido hacía temer el fin de toda esperanza democrática para el país78. Por aquel entonces, buena parte de las elites liberales no entendían el conflicto español como una lucha entre democracia y fascismo o entre comunismo y cristianismo. Su in­­terpretación era más bien una combinación pesimista de las dos tesis, un análisis que delataba un cierto gusto liberal por las explicaciones de síntesis balanceada: la lucha en España era un duelo a muerte entre comunistas y fascistas79. Sin embargo, en la primavera de 1937, Current History ya defendía el carácter democrático del bando republicano80. Hasta el final de la guerra, las credenciales democráticas del Gobierno republicano serán ampliamente aceptadas por el grueso del liberalismo estadounidense, aunque, como veremos más adelante, este cambio de percepción estará parcialmente determinado por motivos ajenos al debate sobre el papel de la democracia en el conflicto español.


			Atrocidades y guerra mediática


			El 28 de julio de 1936 aparecía en las páginas de Chicago Daily Tribune la entrevista que Franco concedió al periodista Jay Allen en Tetuán. La im­­presión de Allen sobre el general sublevado no podía ser más desfa­­vo­­rable: “Otro enano que quiere mandar”. Después de describir la per­­secución religiosa y la progresiva pérdida de control sobre Marruecos como principales causas de su oposición a la República, el general insurrecto aprovechó la ocasión para advertir a los lectores norteamericanos sobre el alcance de la amenaza comunista: “El impacto de la propaganda de la Rusia roja se siente en toda Europa. Ciertamente, ningún poder occidental puede ignorar la gravedad para todos ellos de una España roja utilizando su posición estratégica en la Península Ibérica para difundir propaganda a Marruecos y Argelia, e incluso a América. Los intereses de la Gran Bretaña, Italia y Francia están en juego”. La entrevista de Jay Allen es más famosa por el fragmento que inmortalizó la insensibilidad humanitaria del general insurgente, ya en los primeros días de la guerra. Cuando Allen sugirió que sus planes de luchar sin tregua y a cualquier precio contra sus enemigos comportarían el fusilamiento de media España, Franco sonrió, asintió con la cabeza y afirmó: “He dicho que a cualquier precio”81. En un tono similar se expresó el militar golpista Juan Yagüe cuando fue entrevistado por John T. Whitaker, del New York Herald, sobre la masacre de Badajoz: “Evidentemente que los disparamos. ¿Qué esperaba? ¿Se supone que me tenía que llevar 4.000 rojos a medida que avanzaba mi columna, en una carrera contra reloj? ¿Esperaba que los soltara en la retaguardia y permitiera que hicieran Badajoz roja otra vez?”82.
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